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Orden de 17 de septiembre de 2013, del Consejero de Salud, por la que se inicia el procedimiento de elaboración del proyecto de Ley sobre Adicciones


Durante los últimos 25 años, a través de las normas legislativas aprobadas en Euskadi en materia de drogodependencias, se ha pretendido avanzar en la prevención de las drogodependencias garantizar una atención adecuada a las personas afectadas, y abordar los problemas sociosanitarios derivados tanto del consumo como del abuso de sustancias. 


La primera Ley en materia de drogodependencias de la Comunidad Autónoma del País Vasco se aprobó en 1988 (Ley 15/1988, de 11 de noviembre, sobre prevención, asistencia y reinserción en materia de Drogodependencias) en un contexto de profundos cambios sociales y políticos en el que la droga ocupaba el primer lugar en el campo de problemas de la sociedad vasca. Esta ley, enmarcada dentro de las competencias de la CAPV, fue presentada con un inherente enfoque pedagógico que afectaba a la prevención, la asistencia y la reinserción en materia de drogodependencias.


Diez años después se aprobó una nueva ley de drogodependencias, la Ley 18/1998, de 25 de junio, sobre prevención, asistencia e inserción en materia de drogodependencias, cuyo objeto fue el de adaptar la legislación a la nueva realidad y hacerlo desde una perspectiva que profundizara en la corresponsabilidad y coordinación de todas las Administraciones y sectores implicados. Fue fundamentalmente una ley continuista que pretendió que las políticas de prevención tuvieran mayor efectividad por medio de la creación e implantación de los equipos técnicos municipales de prevención comunitaria.


La Ley 18/1998 ha sido modificada en tres ocasiones. La última modificación se aprobó en febrero de 2011 (Ley 1/2011, de 3 de febrero de tercera modificación de la Ley sobre prevención, asistencia e inserción en materia de drogodependencias), con el objeto de adaptarla a las exigencias planteadas –en el ámbito de la protección de la salud pública y en lo referente al tabaco– por la OMS, la Unión Europea y la Legislación básica del Estado.


A lo largo de estos años se ha llevado a cabo, también,  una intensa  labor planificadora de las distintas instituciones. Con el hito de la aprobación en 1982 del “Plan de Actuación en el ámbito de las Drogodependencias”,  desde 1990 se han ido sucediendo los 6 planes vascos de drogodependencias o adicciones (trienales y quinquenales), así como  los planes forales y locales, todos los cuales han plasmado el correspondiente análisis de situación, la reflexión estratégica, los valores, la misión y la planificación operativa.

Además, se ha ido consolidando una potente red asistencial pública, diversificada y profesionalizada, que lleva a cabo tareas de prevención y promoción de la salud, así como de asistencia e inserción, prestando una atención integral e integrada a las personas drogodependientes y a sus familias. Estos recursos asistenciales públicos (sanitarios, sociales y sociosanitarios), se complementan con los ofertados por las distintas asociaciones y organizaciones sin ánimo de lucro que, en estrecha relación con la Administración, han trabajado y trabajan en beneficio de las personas afectadas por conductas adictivas y de sus familias. 


Euskadi cuenta, así mismo, con importantes herramientas para la obtención de información, datos y análisis,  imprescindibles para el diseño, implementación y evaluación de políticas en  materia de adicciones; así, las investigaciones recogidas por el Observatorio de Drogodependencias Gabia, la serie de informes Euskadi y Drogas  (que nos han ayudado a conocer, entre otros aspectos, los diferentes consumos de drogas en la CAPV, así como las actitudes de la ciudadanía en cuestiones diversas del fenómeno social de las drogas) y los sucesivos  Drogas y Escuela (que nos han aportado datos sobre el consumo de drogas de las y los adolescentes vascos y las representaciones sociales que mantienen ante el mismo). 

En base a los datos obtenidos y a los análisis realizados sobre los cambios socioeconómicos, las nuevas realidades, los nuevos patrones de consumo y la evolución del fenómeno de las adicciones en Euskadi; y teniendo en cuenta la amplia experiencia acumulada por las administraciones y las entidades en estos 25 años, el desarrollo de un amplio abanico de recursos, las nuevas normativas en los ámbitos estatal y europeo, se considera oportuno proponer una nueva ley en el ámbito de las adicciones que profundice entre otras cuestiones en las estrategias de reducción de riesgos, en los derechos y deberes de las personas usuarias,  y en el fenómeno del consumo abusivo de alcohol por parte de las personas menores de edad.


Junto a estas cuestiones, los expertos examinan otra cuestión de especial relevancia relacionada con las adicciones y que deberá ser abordada en la norma que se proyecta.: las denominadas adicciones sin sustancia a determinadas conductas. Aunque el término adicción normalmente se asocia a las drogas, con independencia de que se trate de las denominadas drogas legales o aquellas drogas incluidas en los convenios internacionales en la materia, existen asimismo las adicciones sin sustancia a determinadas conductas, cuyos elementos son muy similares a los de las toxicomanías. Los síntomas que produce el consumo de una sustancia que causa satisfacción pueden manifestarse asimismo por la realización de una determinada conducta que resulta igualmente placentera; los componentes fundamentales de los trastornos adictivos son la pérdida de control y la dependencia, por lo que las adicciones no pueden limitarse exclusivamente a las conductas generadas por sustancias.


Dado que las modificaciones propuestas afectarán a un número significativo de artículos de la ley vigente, en aplicación de las directrices de elaboración de proyectos de ley, se estima la procedencia de dictar una disposición enteramente nueva.

El Estatuto de Autonomía, la Ley 8/1997, de 26 de junio, de Ordenación Sanitaria de Euskadi y la Ley 12/2008, de 5 de diciembre, de Servicios Sociales, constituyen  el marco normativo de referencia. La iniciativa legal propuesta tiene su encaje en el marco de las competencias que el Estatuto de Autonomía otorga a la Comunidad Autónoma Vasca en materia de Sanidad, Asistencia Social, Educación, Policía Régimen Local, Juventud, Comercio Interior, Instituciones Penitenciarias y centros de menores, Defensa del consumidor y usuario, Administración de Justicia y policía judicial, Publicidad, Estadística e Investigación, Empleo, Salud laboral e Industria.


Como títulos preeminentes, entre todos los citados, puede destacarse el artículo 18 del Estatuto de Autonomía del País Vasco, relativo al desarrollo legislativo y ejecución de la legislación básica del Estado en materia de sanidad interior. 


El procedimiento de elaboración y tramitación del presente Anteproyecto de Ley se ajustará a las previsiones de la Ley 8/2003, de 22 de diciembre, del procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general.


Conforme al artículo 4.1 de la mencionada Ley 8/2003, el procedimiento se iniciará por Orden de la persona titular del Departamento competente por razón de la materia sobre la que verse la disposición normativa proyectada.


En atención a lo expuesto,

RESUELVO


Primero: Objeto de la presente Orden y competencia para iniciar el procedimiento.


1.- El objeto de la presente Orden es iniciar el procedimiento para la elaboración del Anteproyecto de la Ley de Adicciones.


2.- La competencia para iniciar el mencionado procedimiento viene atribuida al Consejero de salud, en virtud  de lo establecido en el artículo 4.1 de la Ley 8/2003, de 22 de diciembre, en relación con el artículo 12.1.f) del Decreto 20/2012, de 15 de diciembre, del Lehendakari, de creación, supresión y modificación de los departamentos de la Administración General del País Vasco y de determinación de funciones y áreas de actuación de los mismos.


Segundo: Objeto y finalidad del Anteproyecto de Ley de Adicciones.


El objeto principal de la regulación propuesta es la actualización de la ley sobre prevención, asistencia e inserción en materia de drogodependencias en cuestiones de mayor actualidad y que precisan de un nuevo enfoque en cuanto a la intervención normativa, en función de las nuevas realidades sociales y los nuevos patrones de consumo.


En concreto, se pretende:


- Abordar las adicciones con un enfoque más global, incluyéndose en sus premisas tanto las adicciones clásicas  -a una sustancia-  como las adicciones sin sustancia. Se pasa, por tanto, de la denominación clásica de drogodependencias a la de adicciones, adecuando la normativa al avance y evolución de las normativas y estrategias de nuestro entorno.

-
Optimizar la efectividad de la promoción de estilos de vida saludable y de la prevención (en sus distintos niveles, universal, selectiva, indicada y determinada), como eje central de las actuaciones de la administración, y avanzar en una más adecuada presencia de la perspectiva de género y en la estrategia de reducción de riesgos y daños, identificando los colectivos de especial vulnerabilidad, en aras a garantizar el derecho a la salud de toda la  ciudadanía, así como un desarrollo humano y social más saludable y más equitativo.
· Estimular el compromiso de la sociedad civil y de la ciudadanía y fomentar su participación en las políticas en materia de adicciones.

· Abordar el fenómeno de las adicciones desde una óptica transversal y multidimensional, desde todos los ámbitos relacionados o afectados (sanitario, familiar, educativo, social, laboral, judicial, policial…), con una visión globalizadora, integral y planificada, de una manera normalizada.

· Determinar las responsabilidades de las diferentes áreas competenciales e instituciones y adecuar la arquitectura institucional, participativa y de coordinación.

· Atender específicamente determinadas realidades:

· Los derechos y deberes de las personas consumidoras de drogas

· La posibilidad de investigar nuevos tratamientos basados en la evidencia científica

· El uso abusivo de alcohol por parte de las personas menores de edad. 


Tercero: estimación de la viabilidad jurídica y repercusiones en el ordenamiento jurídico 


La aprobación de la norma proyectada conllevará la derogación expresa de la Ley 18/1998, de 25 de junio, sobre prevención, asistencia e inserción en materia de drogodependencias, modificada por:

- Ley 1/1999, de 18 de mayo para la modificación de la Ley 18/1998 sobre prevención, asistencia e inserción en materia de drogodependencias.

- Ley 7/2004, de 30 de septiembre de segunda modificación de la Ley 18/1998 sobre prevención, asistencia e inserción en materia de drogodependencias.

- Ley 1/2011, de 3 de febrero de tercera modificación de la Ley 18/1998 sobre prevención, asistencia e inserción en materia de drogodependencias.


En tanto no se proceda al desarrollo reglamentario de la futura Ley, seguirán vigentes, en todo lo que no se oponga o contradiga a las disposiciones de la misma, las siguientes disposiciones:

Decreto 302/1999, de 27 de julio por el que se desarrolla el dispositivo institucional  contenido en la Ley 18/1998, de 25 de junio, sobre prevención, asistencia e inserción en materia de drogodependencias.

Orden de 13 de febrero de 2001 del Consejero de Justicia, Trabajo y Seguridad Social, por la que se aprueba el Reglamento de organización y funcionamiento del Consejo Asesor de Drogodependencias.

Orden de 12 de mayo de 2003 del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales por la que se modifica el Reglamento de organización y funcionamiento del Consejo Asesor de Drogodependencias.


Cuarto: Incidencia presupuestaria de la norma proyectada

Los derivados de los procesos que se implanten en aplicación de la norma proyectada; en todo caso, su concreta incidencia presupuestaria será analizada oportunamente en la memoria económica que se recabará durante la tramitación del procedimiento.


Quinto: Trámites e informes procedentes

La redacción de la disposición normativa se efectuará atendiendo al contenido de esta Orden, teniendo en cuenta las opciones que mejor se acomoden a los objetivos perseguidos, y , en su caso, al resultado de las consultas e informes que se soliciten para garantizar el acierto y legalidad de la regulación prevista.

La iniciativa normativa promovida se dará a conocer al resto de Departamentos de esta Administración así como a los operadores jurídicos del Gobierno mediante la inserción de la presente Orden de Inicio en el Espacio Colaborativo LEGESAREA.

Las aportaciones y consideraciones jurídicas de los diferentes Departamentos en relación a sus ámbitos de actuación se efectuarán a través del Espacio Colaborativo citado en cualquier momento anterior a la aprobación previa del proyecto normativo.

El proyecto de Ley que se elabore se aprobará inicialmente mediante Orden del Consejero de Salud y se someterá a Informe jurídico del propio departamento.

El texto resultante será sometido al trámite de audiencia de los miembros que componen el Consejo Asesor de Drogodependencias, órgano superior de participación de los sectores sociales implicados en la lucha contra las drogodependencias y de carácter consultivo y de asesoramiento respecto de proyectos de Ley, reglamentos y planes en materia de drogodependencias. 


Asimismo se dará también audiencia a otras asociaciones y colectivos que no formen parte del Consejo Asesor de Drogodependencias y que se consideren de interés.


Tras el análisis de las alegaciones que se formulen se modificará el texto inicial y se elaborará un informe en el que se deje constancia de las razonas de la aceptación y rechazo de las alegaciones.


En la instrucción del procedimiento se recabarán los siguientes informes preceptivos:

- Informe del Departamento de Educación, Política Lingüística y Cultura sobre la incidencia de las disposiciones de carácter general en la normalización del uso del euskera y su adecuación a la normativa vigente en materia lingüística (artículo 22 del Decreto 193/2013, de 9 de abril, de estructura del Departamento de Educación, Política Lingüística y Cultura.
- Informe de EMAKUNDE (artículo 18 a 22 de la Ley 4/2005, de 18 de febrero para la Igualdad de Mujeres y Hombres)

- Informe del Consejo Económico y Social Vasco (artículo 3.1 a) de la Ley 9/1997 de 27 de junio)

- Informe del Consejo Asesor de Drogodependencias (artículo 41.4.d) de la Ley 18/1998, de 25 de junio, sobre prevención, asistencia e inserción en materia de drogodependencias y artículo 13.d) del Decreto 302/1999, de 27 de julio, por el que se desarrolla el dispositivo institucional contenido en la Ley 18/1998)

- Informe de la Comisión Consultiva de Consumo de Euskadi (artículo 36.1.a) de la Ley 6/2003, de 22 de diciembre, de Estatuto de Personas Consumidoras y Usuarias.

- Informe del Consejo Vasco de Juego (artículo 2.a) del Decreto 142/1990, de 29 de mayo, por el que se crea el Consejo Vasco de Juego)

- Informe de la Dirección  de Atención a la Ciudadanía e Innovación y Mejora de la Administración (artículo 18. c del Decreto188/2013, de 9 de abril, de estructura del Departamento de Administración Pública y Justicia).
de Innovación y Administración Electrónica (artículo 17 c) del Decreto 188/2013, de 9 de abril, de estructura del Departamento de Justicia y Administración Pública).
- Informe de la Dirección de Función Pública  (artículo 16 del Decreto 188/2013, de 9 de abril, de estructura del Departamento de Administración Pública y Justicia.)

- Informe de la Oficina de Control Económico del Departamento de Economía y Hacienda (artículo 25.2 de la Ley 14/1994 de 30 de junio, de control económico, y contabilidad de la Comunidad Autónoma de Euskadi) tras la remisión de una memoria económica en la que se analizará la incidencia económica de la regulación propuesta y el coste que pueda derivarse para los particulares y la economía en general.

- Dictamen de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi (artículo 3.1 de la Ley 9/2004, de 24 de noviembre, de la Comisión Jurídica Asesora)

Se incorporarán al expediente del Proyecto de ley, junto a la presente Orden de iniciación, los informes evacuados, el Informe-memoria sobre alegaciones, así como una Memoria sucinta de todo el procedimiento con el contenido señalado en el artículo 10.2 de la Ley 8/2003, de 22 de diciembre.

El Proyecto de ley se elevará al Consejo de Gobierno al objeto de que proceda su aprobación.

El sistema que se utilizará para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 8.1 de la Ley 10/1982 de normalización del uso del Euskera será el de la corredacción.

En Vitoria-Gasteiz, a 17 de diciembre de 2013 

Jon Darpón Sierra

Consejero de Salud

Donostia - San Sebastian, 1 –  01010 VITORIA-GASTEIZ

Tfno. 945 01 91 61 – Fax 945 01 92 10
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